Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 44 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- El señor Senador Gallinal presenta, con exposición de motivos, un proyecto 
de ley por el que se regula la Carta Orgánica del Banco de Seguros del Estado (Carpeta N* 821). 


- El Ministerio de Relaciones Exteriores remite su opinión sobre la Carpeta N* 731, referida a la 
creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos. 


- El señor Senador Julio María Sanguinetti deja constancia de que: 


e en el Distribuido N* 1656/2007 -correspondiente a la sesión de la Comisión de 15 de mayo- en la 
página 2, en el párrafo que comienza: “En definitiva”, donde dice “padre”, debe decir “abuelo”. Y 
en la página 3, en la intervención del referido señor Senador que comienza: “No es tan así,”, 
donde dice “en Sauce”, debe decir: “en Sauce y Tala”. 


e en el Distribuido N* 1657/2007, en la página 5, en la intervención del señor Senador Sanguinetti, 
donde dice: “abuso de opinión”, debe decir: “abuso de funciones”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito agregar una corrección muy breve y de poca entidad. En la página 
4, del Repartido N* 1656/2007, se puso a consideración la Carpeta N* 739/2007 -Barros Blancos- y 
más adelante, luego de una exposición del señor Sanguinetti, el señor Senador Breccia manifiesta su 
opinión, la que figura como perteneciente al señor Presidente. Por tanto, se debería corregir y donde 
dice: “SEÑOR PRESIDENTE), debería decir “SEÑOR BRECCIA”. 


Lo que ocurre es que, a veces, en Comisión intervienen varios señores Senadores a la vez y, 
por ello, de ahora en adelante el Presidente va a venir con una “tarjeta amarilla”. Hago la aclaración 
para salvar la responsabilidad de los taquígrafos, que cuentan con toda nuestra confianza. 


Hoy estamos convocados con un único punto en el orden del día, que es la Carpeta N* 
778/2007, “Senador Juan Justo Amaro”. 


Antes de continuar, queremos señalar a los integrantes de la Comisión que en las últimas 
horas se repartieron las fotocopias de los documentos a los que se refirió el señor Senador Amaro en 
su intervención en la hora previa del Senado, que faltaban en el expediente. Obviamente, hay más 
fojas -lo saben los señores Senadores- que están a la orden de los integrantes de la Comisión, si es 
que necesitan de ellas para tener una mayor información, aunque creemos que el material que obra en 
manos de cada uno de nosotros es más que suficiente. 


Estamos convocados hoy porque, al entender de la Comisión, se han agotado las distintas 
etapas de sustanciación de este expediente, de esta solicitud realizada en función del artículo 114 de la 
Constitución de la República. En consecuencia, lo que corresponde es la deliberación por parte de este 
grupo de trabajo y, en el momento que se considere oportuno, se tomará posición respecto a la 
solicitud. 


Está en consideración la Carpeta N* 778. 


SEÑOR KORZENIAK.- En una sesión anterior, en el seno de la Comisión, se aclaró que si bien no 
había plazos establecidos en la Constitución, en los reglamentos o en las leyes, la Comisión tenía el 
propósito de actuar con una razonable celeridad ya que, por la naturaleza del tema que estamos 
considerando, no le hace bien a la Comisión, al señor Senador Amaro ni a la imagen del Parlamento, 
que se tarde mucho. Si mal no recuerdo, el otro día -creo que el señor Senador Michelini lo 
recordaba en la Bancada- se habló de la posibilidad de tratar de que a fin de mes la Comisión se 
pudiera expedir sobre este tema. Me parece que fue así. Repito que, según recuerdo, se pensó que a 
fin de mes la Comisión podía estar expidiéndose sobre el asunto -por supuesto, sin tener un plazo- a 
fin de poder elevar un informe al Plenario. Por consiguiente, como no creo que en el día de hoy 
podamos avanzar hasta llegar a una votación -ni mucho menos- se me había ocurrido hacer una 
intervención jurídica, tratando de pronunciarme sobre el alcance exacto del artículo 114, que fue objeto 
de discusión acerca de algunos de sus términos. Me parece bueno, entonces, decir sobre qué bases 
vamos a empezar a razonar, a fin de adoptar una decisión. 


En primer lugar, todo el mundo recuerda el texto -o lo tiene a la vista- y si no es así, 
obviamente, podrá ser leído por los señores Senadores. En dicho texto hay una frase que habla de que 
ningún Legislador -Senador o representante- podrá ser acusado criminalmente, desde el día de su 
elección hasta el de su cese. Por lo tanto, la primera aclaración a realizar -que considero elemental y 
no creo que ofrezca duda alguna- consiste en que se podrá debatir o no acerca de si el día de la 
elección es el de los comicios o el de la proclamación por parte de la Corte Electoral, pero lo que sí se 
ha discutido a través de la prensa e, incluso, en el propio Parlamento, es si el fuero ampara sólo los 
hechos durante el mandato, lo que obviamente no es así. El fuero ampara al Legislador mientras 
ejerce su mandato, por hechos ocurridos antes o durante su gestión y, en definitiva, el Legislador no 
puede ser juzgado por tales hechos sin que se produzca el levantamiento de sus fueros. Esa es la 
manera popular de denominar lo que la Constitución llama suspensión del Legislador en su función. 


Por consiguiente, creo que ese tema no da ni para exponer ciertos errores que han 
aparecido en algunas noticias. Está claro que el fuero alcanza las conductas de los Legisladores en el 
transcurso de su mandato -y no lo alcanza después que deja de ser Legislador- por hechos ocurridos 
antes o durante su gestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero realizar un aporte en el mismo sentido en que se expresa el señor 
Senador Korzeniak. Para aclarar más este punto, podemos plantearlo al revés, es decir, estableciendo 
que los fueros no tendrían vigencia ni podrían ser esgrimidos por hechos ocurridos durante el mandato, 
después de que éste finalizó. 


SEÑOR KORZENIAK.- Obviamente, luego de finalizado el mandato no existen fueros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que no existen, ni siquiera para los hechos ocurridos durante el 
mandato. 


SEÑOR KORZENIAK.- Creo que en este sentido no hay discusiones doctrinarias, porque se trata de 
los fueros propiamente dichos, es decir, de la protección procesal. El artículo 113, que es el que habla 
de la inmunidad de arresto, salvo delito “in fraganti” y, por su parte, el 114, al que vamos a llamar 
“inmunidad de procesamiento, salvo levantamiento de los fueros”, no consagran ninguna 
irresponsabilidad, sino un fuero de carácter procesal. Por supuesto, una vez levantados esos fueros, la 
persona es responsable en el caso de haber cometido delitos. Esta es una diferencia muy marcada - 
todos conocen la doctrina sobre este punto- con lo que establece el artículo 112, que no determina un 
fuero de carácter procesal, sino una irresponsabilidad eterna por votos y opiniones, ya que de acuerdo 
con esa disposición los Legisladores jamás serán responsables por emitirlos. Se ha discutido lo que 
quiere decir la expresión “durante el desempeño de sus funciones”, pero en general se entiende que el 
artículo refiere a la circunstancia en que el Legislador actúa en su condición de tal, ya sea fuera o 
dentro del Parlamento -son casos excepcionales aquellos en los que el Legislador vota fuera del 
Parlamento- en una actividad inherente a su cargo. 


Eso es una irresponsabilidad por voto y opinión. Y esto que estamos viendo del artículo 114, 
es un fuero -no un privilegio- procesal. Hecho el procedimiento, no hay irresponsabilidad, a diferencia 
del artículo 112 -reitero- que es por voto y opinión. 


En segundo término, el artículo 114 plantea un problema teórico. Quiero fijar posición, y 
aclaro que estas posiciones las sostengo desde hace 35 ó 40 años, de modo que no son de ahora; 
están escritas y no hago más que resumirlas, porque en el ambiente y en todos los lugares en los que 
se trabaja sobre este tema, se escuchan discusiones. El artículo 114 dice que ningún Senador o 
Representante podrá ser acusado criminalmente. Al respecto, ha habido varias opiniones acerca de 
qué quiere decir “acusado criminalmente”. Creo que la opinión de Jiménez de Aréchaga, de la década 
del 40, es la que, por lo menos tienen todos los Jueces y los Fiscales y la que ha predominado en la 
Doctrina -actualmente la manejan todos los autores- que quiere decir “procesado”, y no acusado en el 
sentido de las leyes del proceso penal. La acusación se hace cuando termina el sumario penal y no es 
esa la referencia constitucional, sino que la referencia es al procesamiento. Sobre este punto, se ha 
discutido si se trata de poder procesar concretamente o de poder indagar en calidad de persona 
eventualmente procesable. Hay allí un matiz que se ha discutido y se puede seguir discutiendo, pero lo 
que está claro es que no se refiere a la acusación en el sentido que el Código del Proceso Penal da a 
la palabra “acusación”. Eso está claro. 


En tercer lugar, las causales también plantean el problema. El artículo 114 dice que no podrá 
ser acusado criminalmente ni aun por delitos comunes que no sean de los detallados en el artículo 93. 
Esto ha dado lugar en el Uruguay a una larguísima discusión; una frase confusa. Los delitos del 
artículo 93 son las causales de juicio político, o sea, violación de la Constitución u otros delitos graves. 
Entonces, cuando un Juez pide un desafuero -según el lenguaje común- es porque ese Juez, por lo 
menos formalmente, entiende que no hay violación de la Constitución ni delito grave; si así fuera, 
corresponde la promoción de un juicio político y no de un desafuero. Esto fue planteado en períodos 
muy convulsos cuando un Juez -claro, era un Juez militar- pidió el desafuero del entonces Senador 
Erro por atentado contra la Constitución. Y en el ámbito del Senado, por lo menos, recuerdo que se le 
dijo que si era por eso, lo que correspondía era procesar un juicio político y no un desafuero, porque 
era una de las causales del juicio político. Ese tema lo he meditado muchas veces. Planteando una 
hipótesis, ¿qué hace un Legislador cuando tiene ante sí un pedido de desafuero por un delito que él 
considera que es un delito grave y, por lo tanto, entiende que debería ser un juicio político y no un 
desafuero? El planteo es muy teórico porque, en definitiva, doctrinariamente esta discusión puede ser 
eterna, teniendo en cuenta que se discute qué violación de la Constitución amerita un juicio político y 
qué es delito grave, respecto a lo cual existen teorías para todos los gustos. De todas maneras, quiero 
adelantar mi conclusión. Estoy dando a conocer la interpretación que tengo y por la cual voy a razonar 
el tema del desafuero del señor Senador Amaro. 


La conclusión es que un Legislador, habitualmente, en un porcentaje altísimo, actúa más por 
consideraciones políticas que por consideraciones jurídicas, incluso esta es una de las razones por la 
cual el artículo 93 se llama juicio político, aunque no se trata de un juicio político. Son los propios 
órganos parlamentarios los que deciden, frente a una situación de imputación y de irregularidad, cuál 
de los dos procedimientos va a seguir. Es la dinámica política del Parlamento la que resuelve eso en la 
realidad. Es así; he visto a parlamentarios calificar delitos gravísimos, ante un pedido de desafuero, 
contra un Legislador en lugar de proponer un juicio político. 


En definitiva esta discusión es muy de academia, pero en la realidad este tema se resuelve 
por voluntad política de las Cámaras, es decir, lo encaramos como un pedido de desafuero o como un 
juicio político. 


En cuarto lugar, hay un punto que creo es muy importante y ha sido objeto de discusiones. 
En estos días, además de leer la profusa documentación que envíó el Juez y la que ayer repartieron, 
fui al Juzgado donde me mostraron alguna documentación y otras no. Con respecto a la 
documentación, el Juzgado ya ha dicho que está a disposición para quien quiera verla. Me refiero a 
que con relación al expediente hay cierto cuidado, le preguntan a la gente “¿usted es defensor o 
denunciante? ¿Qué es? ¿Por qué viene?” es decir, demostrar lo que las leyes procesales dicen; hay un 
interés razonable en ver un expediente. En general, cuando va un Legislador al Juzgado, y más 
cuando va un miembro de la Comisión que está estudiando el tema, le muestran lo que pide. 


Me parece que a este tema que tiene la suficiente importancia y delicadeza se le ha 
agregado un repaso de todos los antecedentes, no de los clásicos, de los que están en los libros, sino 
el de los últimos años. He ido a mirar todo eso y, en realidad, uno de los puntos -en el fondo es el que 
tiene el ingrediente más politizado doctrinariamente, con mucha objetividad- es que el Senado para 


otorgar el desafuero primero tiene que decidir si declara que hay lugar a la formación de causa. Ese es 
un tema muy complejo, es una expresión que se usa también en el artículo 93 sobre juicio político, 
cuando dice que la Cámara de Representantes, antes de acusar, primero tiene que declarar que hay 
lugar a la formación de causa. Es la misma expresión pero en dos circunstancias distintas, porque en el 
juicio político mucha gente opina -yo me cuento entre ellos- que, cuando el Senado dicta sentencia, es 
una función jurisdiccional. Una de las excepciones en el Uruguay es que un órgano que no es del 
Poder Judicial ejerza función jurisdiccional. La Constitución dice que dicta sentencia, que abre juicio 
público, que lo cesa -es decir, que aplica una sanción muy grave- y después lo pasa a la justicia, con 
otro tipo de sanciones como puede ser privación de libertad, etcétera. Existe la teoría -en la cual estoy- 
de que el último acto de un expediente tiñe la naturaleza de todos los actos anteriores. En esa teoría la 
acusación también puede entenderse que es la declaración de que la formación de causa tiene una 
naturaleza jurisdiccional. Es un poco lo que entienden varios autores, pero no Justino Jiménez de 
Aréchaga que, incluso en la sentencia del Senado sostuvo una tesis que hoy en día no es mayoritaria - 
de las pocas cosas de Justino que no son mayoritarias- en el sentido de que la sentencia del juicio 
político es un acto administrativo. Es muy difícil que sea un acto administrativo, no sólo por la 
denominación sino porque en el tema del cese, causa cosa juzgada. 


Es decir, si en un juicio político el Senado expulsa a un gobernante, sea Legislador, 
Presidente o Ministro, después, aunque el Juzgado sostenga que el delito grave que se le imputó no 
existió, la persona en cuestión no vuelve a su cargo. Esto significa que en la competencia del Senado 
causó cosa juzgada y, como es sabido, los actos administrativos pueden adquirir cierta firmeza, pero 
nunca el carácter de cosa juzgada. Esta es, en definitiva, la tesis de Jiménez de Aréchaga. 


Ahora bien, según creo, el acto del desafuero, es decir, la suspensión de la condición de 
Legislador, no es un acto jurisdiccional. ¿Y por qué creo que esto es así? Porque no está teñido por la 
decisión final del Senado, ya que no es este Cuerpo el que tomará dicha decisión. Son los Jueces los 
que decidirán, en el tema y en los hechos que motivaron el pedido de desafuero. Es un fuero de 
procedimiento, y la función que cumple el Senado es, simplemente, levantar o no los fueros. 


Personalmente, hice referencia -quizás machaconamente- a la cuestión de la naturaleza 
jurídica y puede pensarse que ello está un poco lejos de los temas concretos. ¿Por qué lo hice? 
Porque creo que ayuda a entender qué se quiere decir, en esta disposición -no en el artículo 93- con 
“declarar que hay lugar a la formación de causa”. La causa en el juicio político es la acusación ante el 
Senado y esa causa, en este caso, no es algo que vaya a ser resuelto por el Cuerpo. Entonces, ¿qué 
es declarar que hay lugar a la formación de causa, en cuyo caso procede el desafuero? ¿Y qué es 
declarar que no hay lugar a la formación de causa, en cuyo caso no procede el desafuero? Este es un 
tema que ha sido discutido y, en lo personal, creo que es bueno tomar posición al respecto; debo decir 
que a mí, por lo menos, me ayuda a razonar. 


En este sentido, ante todo, vayamos a la vieja tesis de Jiménez de Aréchaga, según la cual 
no hay lugar a declarar que debe formarse causa cuando el órgano parlamentario advierte que el Juez 
quiere avasallar un fuero del Parlamento, por ejemplo, cuando se advierte que hay una intención 
espuria, donde no se trata de enjuiciar a alguien o hacerle un proceso, sino pasar por arriba de los 
fueros parlamentarios. Es una posibilidad, pero en la realidad o en la práctica, es muy difícil que se dé; 
realmente, en la vida política moderna y luego de una cierta consolidación del Estado de Derecho es 
muy difícil que a un Juez se le ocurra hacer algo semejante. Pero, de cualquier manera, está claro que 
si el Senado advirtiera que lo que el Juez quiere hacer es eso, pues debe rechazar el pedido de 
desafuero. 


Días pasados este aspecto fue mencionado por parte de uno de los defensores del Senador 
Amaro, quien también hizo referencia a la opinión que quien habla había dado en otra oportunidad. 
Concretamente, en su momento dije que el Senado tiene que examinar más allá de ese aspecto y que, 
aunque advirtiera que el Juez no pretende avasallar al Parlamento, tampoco podría dar el desafuero si 
aquél hiciera una imputación que, a juicio del Cuerpo, fuera infundada, excluida por el derecho de la 
posibilidad de que el Senador -o Diputado- fuera enjuiciado. En este sentido, existen antecedentes. Por 
ejemplo, si un Juez pidiera el desafuero de un Senador por opiniones que él hubiera vertido dentro del 
Senado o en el ejercicio de su cargo, habría que rechazarlo, y esta ya no es una hipótesis teórica, 
puesto que se trata de algo que ocurrió en la realidad. Si no recuerdo mal, dos legislaturas atrás, hubo 
un pedido de desafuero respecto del entonces Senador Gandini, porque había hecho ciertas 


manifestaciones en Radio “Montecarlo” -según recuerdo, aunque tal vez también en otras radios- 
afirmando que un Secretario del Mercado -de quien, incluso, dio el nombre- había depositado el dinero 
del Mercado en su propia cuenta. Luego se aclaró que se trataba de un Secretario anterior que, entre 
otras cosas, pertenecía al Partido del propio Gandini quien fue a la Radio e hizo la aclaración 
pertinente. A propósito de esto, desde Radio “Montecarlo” se dio una versión de que la aclaración había 
sido varios días después. Pero, de todos modos, era una opinión vertida por un Senador en su 
condición de tal, porque él, incluso, había realizado un pedido de informes. Por lo tanto, el Senado 
rechazó el desafuero; creo que lo hizo por unanimidad, pero si no fue así, de cualquier manera quien 
habla votó a favor del rechazo del mismo. ¿Por qué? Porque se trataba de un notorio caso de 
irresponsabilidad. El Juez no procuraba avasallar al Senado sino que no procedía la responsabilidad; 
no existía por mandato constitucional. En realidad, creo que lo más difícil es determinar cuándo 
procede, es decir, cuáles son las condiciones que deben entenderse jurídicamente para que se 
proceda y se conceda. 


Hay una opinión muy brevemente esbozada por Jiménez de Aréchaga en el Tomo IV, que 
sobre este artículo -que tenía otro número en la Constitución de 1942 pero que textualmente era igual- 
dice que esto es así cuando en un primer análisis o en uno muy a fondo -porque prevé, incluso, que 
para conocer los hechos el Senado pueda nombrar una Comisión Investigadora, lo que alguna vez se 
ha planteado en la historia parlamentaria- se entiende que razonablemente se dan los elementos que 
permiten concluir que hubo comisión de delito. Refiere a concluir en primera instancia, en un juicio de 
sentido común. 


Con el tiempo y con el aporte de muchos miembros de la Cátedra de Derecho Constitucional 
se ha agregado a lo manifestado por Jiménez de Aréchaga que no se tiene que decir que “debe ser 
procesado” sino, que “razonablemente se entiende que debe ser indagado por un Juez”. Este es el 
concepto jurídico más completo que existe sobre el tema. 


Entonces, si nos despojamos del caso concreto, el Senado no haría lo correcto si al conceder 
un desafuero lo hace por entender que determinada persona debe ser procesada, porque entraría a 
una competencia exclusiva del Juez. Sí debería hacerlo si entendiera que hay elementos suficientes 
como para una indagación, que podría llegar a un procesamiento, pero según lo que decida el Juez y 
no el Senado. 


Estos son los lineamientos jurídicos generales que entiendo deben rodear el marco dentro del 
cual se debe resolver. Se trata de un marco jurídico que tenía la necesidad de expresar como mi 
interpretación del artículo 114, porque es en torno a ella que voy a actuar, luego de conversar con mis 
compañeros, ya que no se trata de un tema en el que uno pueda resolver solo. 


Reitero que pienso que valía la pena dejar constancia del marco jurídico en el que nos 
movemos para elaborar nuestra decisión. Quiero decir que mi criterio no es el mismo en el caso del 
Juicio Político. Entiendo que la sentencia del Senado es un acto jurisdiccional y así lo sostuve en 
nuestra Bancada en oportunidad del juicio político a dos Ediles de Maldonado, en el que el señor 
Senador Santoro y quien habla fuimos los redactores de la sentencia. En aquella oportunidad, el 
consejo que la Comisión dio por unanimidad a los señores Senadores fue que actuaran 
individualmente como Jueces, porque era función jurisdiccional, y que en lo posible siguieran las reglas 
de la sana crítica, que es la que ellos sostienen. 


No creo que ésta sea la misma situación, porque no estamos ejerciendo función 
jurisdiccional. Tampoco creo que sea algo malo ni vergonzante que cada miembro del Senado hable 
con su Bancada, y se discutan y elaboren posturas, porque es una función típica del Cuerpo -no 
legislativa porque no se están haciendo leyes- como lo es un acto de tipo administrativo -como lo decía 
Aréchaga para el juicio político- realizado por un órgano parlamentario. Por consiguiente, quiero 
plantear en qué marco me voy a mover jurídicamente para opinar, junto con los compañeros -o ante 
estos- de la Bancada. 


Por otra parte, como recordarán los señores Senadores, le pregunté a uno de los defensores 
del señor Senador Amaro si había apelaciones a los procesamientos y la novedad que puedo plantear 
hoy es que sí las hubo. Por lo menos uno de los Directores así lo hizo, que fue el señor Granucci. 


Además, apelaron los señores Pintos, Declerc, Gancherof, Fernández Nandin y Adán García. Estaba 
dudando en dar esta información aquí, porque no se la he transmitido ni a mis compañeros, dado que 
no he tenido tiempo. No sé si materialmente ya se concretó, pero creo que es al Tribunal de 
Apelaciones en lo Penal de Tercer Turno que le toca esta apelación. 


SEÑOR SANGUINETTI.- El señor Senador Korzeniak ha hecho una serie de precisiones jurídicas 
importantes que, básicamente, nos sitúan en la seriedad del tema que estamos tratando, es decir, en la 
gravedad institucional que tiene cualquier episodio de esta naturaleza. Discutir el fuero de un 
Legislador es referirse, naturalmente, al fuero del Cuerpo parlamentario mismo. Se ha hablado mucho 
en la doctrina y en la historia en el sentido de que el fuero no es un privilegio personal, sino un estatuto 
particular que se toma para el desarrollo libre y el ejercicio pleno de la función legislativa por parte del 
Parlamento. Sin esos fueros sería impensable que esta institución, que nació para reducir los poderes 
del absolutismo, pudiera realmente ejercer su función. 


Con esto estamos haciendo una apreciación inicial que nos parece importante en función de la 
seriedad del tema. 


Nos encontramos delante de un expediente complejo y copioso, rodeado de debates políticos 
y de exposiciones a través de los medios de prensa; todo un conjunto de circunstancias que, 
desgraciadamente, se dan en este tipo de situaciones y generan, a veces, un clima en la opinión 
pública o de opinión que, aún sin tener una enorme repercusión en la opinión general, puede influir 
sobre la de los Magistrados que, como humanos, deben desarrollar su función dentro de un contexto 
social. Por este mismo motivo hay países que han restringido la difusión de noticias procesales 
relativas a las investigaciones de esta naturaleza, considerando que es necesario, no sólo defender el 
fuero del Legislador, sino también el del propio Juez, el cual debe actuar con la mayor imparcialidad y 
lo más alejado posible de las circunstancias de presión que puedan surgir en estos casos. 


El señor Senador Korzeniak también ha dado una información procesal referida a si hubo 
apelaciones o no. Esto se puede mirar desde diversos ángulos. En cualquier caso, el hecho de que 
algunos no hayan apelado está referido -como sabemos los que alguna vez hicimos una práctica 
judicial; yo no demasiadas- al tema de la excarcelación provisional. Es decir que normalmente la 
apelación supone la imposibilidad de pedir una excarcelación en un lapso relativamente breve. De 
modo que no le doy al hecho la consecuencia de un real consentimiento; la mayoría de las veces no se 
apela porque se privilegia, más que el eventual resultado de fondo de una apelación sobre el acto de 
procesamiento, la obtención de la libertad de la persona encausada. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero aclarar que yo no extraje consecuencias de eso; simplemente di la 
información procesal, entre otras cosas porque si hoy de tarde fuera al Juzgado a pedir alguna 
información -como he ido- me dirían que se está tramitando una apelación. Repito que no extraje 
consecuencias, porque sé que el que no apela es consciente de esto; es más que conocida esa opción 
de los defensores de pedir la libertad y no apelar. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Es claro; la conclusión la di yo y lo hice porque me parecía importante. Al 
instalarse el hecho como información -como bien ha dicho el señor Senador Korzeniak- también es 
bueno calificarlo en su significación, es decir, aclarar qué quiere decir o qué no quiere decir. Es 
evidente que quien apela está privilegiando su derecho a discutir la actuación judicial desde el inicio 
mismo, desde el acto de procesamiento, frente a su propia libertad; otros, en el ejercicio de las 
opciones de libertad del encausado, privilegian la posibilidad de obtener una excarcelación lo más 
anticipada posible. 


Ahora bien; al abordar este tema, lo hacemos dentro del cuadro de una investigación global a 
un organismo. No estamos hablando de una investigación que se hizo sobre un determinado hecho, 
sino como un análisis y una indagación sobre el conjunto de una Administración, es decir, una 
investigación exhaustiva de todo lo que ella representaba o significaba. Desde ese punto de vista, 
surge una primera conclusión, y es que de esa investigación no surgen fenómenos anormales desde el 
punto de vista de las inversiones o del manejo de un presupuesto tan importante de US$ 
150:000.000; no aparecen episodios de soborno ni de peculado. Tampoco hubo situaciones anormales 
con las licitaciones, que en el caso de OSE fueron de aproximadamente US$ 35:000.000 al año. Esto 


me parece importante para calificar el sentido de las consecuencias a las que llegaron los 
investigadores y, los tramitadores o actores judiciales. Eso califica la acción, y a quienes estamos en la 
opinión de no conceder el desafuero -como es mi caso- nos ofrece una importante conclusión: 
revisados todos los episodios que han aparecido como de discutible irregularidad, se puede comprobar 
que sólo lo son los que vamos a mencionar, que a nuestro juicio no poseen la significación delictiva que 
se les atribuye ni invalidan el ejercicio completo de una Administración que, como ya se ha dicho en 
algunos artículos periodísticos, rebajó la plantilla en 900 funcionarios y redujo a la mitad sus gastos de 
publicidad y a menos de la mitad sus gastos de horas extra. Es decir que estamos hablando de una 
Administración que, en los términos generales, actuó con el requisito de probidad que se le impone. 


Dicho esto, entramos en una primera apreciación sobre los cargos que han merecido 
procesamiento, unos con prisión y otros sin prisión, tal como recién señalaba el señor Senador Moreira. 
Creo que con respecto a este tema también se abrirá otro debate; ya existe en la doctrina penal y en 
algún momento nuestro país se tendrá que abocar a las circunstancias de alarma pública que invocan 
los jueces para decretar determinadas prisiones. Por cierto, es un concepto muy peculiar, que no hace 
a la sustancia de los delitos, y a mi juicio, de una gran peligrosidad dentro del derecho liberal que 
posee un país como el nuestro. ¿Qué es la alarma pública? ¿Es la noticia pública? ¿Es el 
conocimiento público? Pueden ser las propias noticias que emanan del procedimiento judicial o puede 
depender de la explotación periodística y, al final, la persona encausada pierde o salva su libertad en 
función de circunstancias que le son totalmente ajenas a sus hechos, actos y conductas. La alarma 
puede estar generada por situaciones totalmente diferentes, incluso, del medio político, periodístico, 
religioso, en fin, del que se quiera; este es un concepto realmente difícil. 


En los últimos tiempos he observado cómo se recurre cada vez más a este concepto de la 
alarma pública. Digo esto con preocupación, porque el mismo hecho aparentemente merece o no la 
prisión, no en función de la conducta incriminada, sino de la alarma pública generada -no sabemos 
cómo- respecto a un hecho. A mi juicio, este no es un tema baladí y en casos como éste es 
particularmente importante, porque no hay ninguna duda de que aquí hay un debate político. 


El otro día señalé en la Comisión un alegato hecho por un funcionario actual de OSE -ni 
siquiera, por uno de los directores- reclamando la prisión de dos directores, en función de 
consideraciones eminentemente políticas y, además, lo hacía en un órgano periodístico de naturaleza 
política. Alcanza con advertir esto para ver hasta qué punto la llamada alarma pública puede tener esas 
motivaciones. 


Luego pasamos a las imputaciones que han sido analizadas largamente por la defensa del 
señor Senador Amaro durante la sesión pasada y mirándolas con la perspectiva, serenidad y 
rigurosidad del caso, nos encontramos con el discutido delito de abuso de funciones y una imputación 
de fraude que se está usando indudablemente para ubicarse en una línea paralela a la del abuso de 
funciones, que es tan discutido. Es decir que, desde mi punto de vista después de ver los hechos, se 
está forzando el concepto de fraude para definir lo que en otro momento se caracteriza simplemente 
como un abuso de funciones. 


Los abusos de funciones se refieren, por un lado, a donaciones. Estas no son ilegales, sino 
que están permitidas por la ley, incluso, están reguladas y limitadas por ésta, razón por la cual, se 
pueden hacer. Podrán ser más o menos discutibles, más o menos sensatas, pero son episodios de 
naturaleza legal y que jurisdiccionalmente no cabe examinarlas desde el punto de vista de la 
conveniencia administrativa. 


Desgraciadamente, la sentencia sobre este caso hace apreciaciones incuestionablemente 
políticas y alude a calificaciones de tipo político que el Juez toma en consideración para la calificación 
criminal. Por ejemplo, alega la situación de crisis económica del país como un factor fundamental a los 
efectos de calificar una conducta administrativa y la presunta condición monopolística del Ente para 
establecer que esto hacía ilusorio, de pronto, el empleo de publicidad. Estas son calificaciones políticas 
que hace el Juez, incursionando mucho más allá de lo que son sus funciones. Es decir: la sentencia, 
más allá del relato de hechos -y ha quedado en evidencia que en este sentido tiene muchos errores- 
incurre en apreciaciones que van mucho más allá de lo jurídico. 


En definitiva, estas donaciones, de las cuales se habla aquí, son actos administrativos que 
podrán ser juzgados en el terreno de la Administración como mejores o peores, pero que no son 
ilegales, no lucen como actos de despilfarro, ni mucho menos son actos de naturaleza criminal. 


En estas circunstancias entramos, como es notorio, al ya tan conocido episodio de la 
contribución a la erección de un Monumento al Caballo en Sarandí Grande, ciudad tan identificada, 
justamente, con el caballo y con los raid hípicos desarrollados históricamente el día de la Batalla de 
Sarandí y como su conmemoración. Creo que esto no encuadra, bajo ningún concepto, dentro de lo 
que es un fenómeno delictivo. 


Lo mismo podemos decir de la también mentada situación de la cancha de fútbol. Un predio 
de OSE, cuyo campo iba a estar más o menos inutilizado, porque sólo una parte se estaba usando 
para una instalación relativa a la prestación de agua, es destinado a una cancha para esparcimiento de 
los niños de la zona. Es cierto que OSE contribuyó al acomodamiento de ese terreno, pero así lo han 
hecho todos los organismos del Estado a lo largo de los años con prácticamente todas las instituciones 
deportivas del país. Sin ir más lejos, sabemos que esto ha ocurrido en las de Montevideo; en los ya 
lejanos años en que fui Diputado, recuerdo los debates que en cada Rendición de Cuentas teníamos a 
este respecto sobre los apoyos a las diversas instituciones. 


Con respecto a la publicidad, evidentemente no se está hablando de una cantidad exagerada; 
incluso, se redujo su monto. Se dice que es arbitraria; por mi parte creo que es una atribución 
moderadamente discrecional, desarrollada dentro de las competencias del propio Ente. No se ha 
demostrado que existiera abuso o que hiciera una calificación política. En el propio departamento de 
Florida, que es donde el señor Senador Amaro desarrollaba su actividad política, es notorio -y hay 
copiosos elementos de prueba y de prensa- que esa publicidad no fue por un monto cuantioso y que, 
en cualquier caso, tampoco fue usada con una finalidad política espuria. Incluso, se señala que el 
periódico más apoyado por esa publicidad era conducido notoriamente por una persona opositora al 
señor Senador Amaro y al Partido que en ese momento estaba en el Gobierno. 


De modo que esta situación de Florida, a nuestro juicio, califica adecuadamente la cuestión. 
Lo mismo ocurre cuando analizamos el fenómeno de la locomoción. ¿Qué sucedió? Que los 
automóviles utilizados por los directores, fundamentalmente por sus particulares características, se 
enviaban a un cierto taller, eludiendo el requisito de la licitación. El hecho es cierto, como también lo es 
que se trataba de una práctica tradicional que se venía cumpliendo hacía más de veinte años. Además, 
no se demuestra que hubiera un perjuicio para la Administración, es decir, que se estuvieran cobrando 
sumas exorbitantes, ni que se beneficiara algún funcionario, sino que se trataba de una situación de 
hecho referida, reitero, a las marcas de esos automóviles, lo cual obligaba a llevarlos a un taller 
especializado. Por otra parte, ese taller se siguió utilizando cuando cesó aquel Directorio y asumió el 
nuevo. ¿Por qué? Porque no había otro procedimiento para hacerlo mejor. 


Esto nos lleva a un tema que flota detrás de todo este fenómeno del abuso de funciones, 
esto es, dónde termina la situación administrativa y dónde comienza la calificación penal. Si 
consideramos que toda violación al TOCAF, que toda violación grande, mediana o pequeña a cualquier 
norma de regulación administrativa es un delito, nos encontraremos ante la inviabilidad del ejercicio de 
la Administración. Hace pocos días el propio Presidente del Senado, Vicepresidente de la República, 
señalaba que por este camino se podía paralizar la Administración, y es verdad. El ex Ministro y actual 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, doctor Cairoli, también lo ha dicho públicamente; se está 
confundiendo el error administrativo, la falta administrativa o incluso el ilícito administrativo con una 
calificación penal. El Derecho Penal es específico, preciso y típico, debe responder a circunstancias 
estrictas, y es de administración rigurosa y excepcional porque hace a la libertad de la gente. 


De modo que este es un caso en el que se aprecia esa situación. Evidentemente, la 
sentencia respira el otro criterio, es decir, le atribuye carácter penal a cualquier tipo de infracción, 
cualquiera sea su valor, su magnitud. 


A su vez, lo mismo podemos decir con relación al uso de los llamados fondos permanentes, 
que fueron empleados para realizar perforaciones en busca de agua en diversas organizaciones sin 
fines de lucro, como clubes sociales, algunas entidades públicas, etcétera. Nos parece que no estamos 


fuera de los fines de la Administración, como dice la sentencia, porque estamos hablando del agua, del 
alumbramiento del agua, de la disponibilidad del agua. Naturalmente, podrá discutirse si se hizo un 
adecuado análisis de las prioridades en el uso de los fondos pero, en todo caso, es una discusión de 
política administrativa. No constituye una calificación penal cuando no aparecen, de ninguna manera, 
los otros elementos que debieran caracterizar al abuso de funciones, esto es, la pretensión arbitraria, la 
búsqueda de un beneficio espurio o la existencia de un perjuicio para la Administración como 
consecuencia de la atribución de un privilegio particular. Claramente, no es el caso. 


Por otro lado, algo idéntico ocurre con la calificación de fraude. Este es un delito con una 
tipificación mucho más precisa que el abuso de funciones, que es una tipología muy discutida desde 
que apareció en nuestro Derecho, precisamente, porque no permite, con carácter previo, saber cuál es 
la situación incriminada. 


El viejo y famoso principio romano de que no hay crimen sin ley, parece contradecirse con 
esta norma. Se ha dicho, no desde hoy sino desde hace muchos años, cómo se hace para saber que 
no se cae en una caracterización penal cuando se está ante un hecho que puede ser innominadamente 
referido a esa situación criminal. En los episodios que aquí se usan no aparece el engaño -elemento 
fundamental de la instrumentación o comisión del delito- ni tampoco el daño. ¿Por qué? Porque esto 
que básicamente está referido a los viáticos no tiene la demostración de hecho de que las tareas no 
fueran cumplidas; al revés, las conclusiones de la investigación administrativa arrojan que 
efectivamente se cumplían. No estamos hablando de funcionarios que no iban a trabajar, sino de 
funcionarios que iban a trabajar, que actuaban a las órdenes de quien era el Presidente. Tampoco 
estamos hablando de una situación generalizada, sino de tres funcionarios en diez que integran una 
Secretaría. Por otra parte, estos funcionarios estaban afectados a unas tareas que ordenaba el 
Presidente: tener contacto con las Intendencias, con las organizaciones vecinales, así como vigilar la 
marcha de las obras que venían realizándose con el BID o con préstamos internacionales. Esto 
obligaba a un constante ir y venir. Es verdad el hecho de que luego se comprueba que hubo diferencias 
de escrituración en todo esto, pero ello no hace a una calificación delictiva de fraude del Presidente. El 
fraude estaría si este Presidente hubiera actuado con la intencionalidad de dañar a la Administración; 
por el contrario, su fin era bien altruista. Aun cuando se pensara que estos viáticos eran una 
remuneración permanente -tal como señala la prensa- el atribuirle $ 7.000 por mes a funcionarios que 
tienen dedicación “full time” y que realizaban este tipo de actividad, no parece ningún abuso, exceso o 
voluntad de engaño, máxime  -vuelvo a reiterarlo- cuando se ha probado que cumplían con su función. 


¿Cuál es, entonces, la responsabilidad del jerarca? El jerarca les atribuyó un cometido y este 
se cumplió. Y esa es su responsabilidad principal, en asuntos que, además, él mismo estaba de algún 
modo verificando porque le constaban esas inspecciones, visitas e informaciones con relación a las 
obras. Por un lado, entonces, no se ve el daño -no lo hay- y, por otro, no se ve el engaño, es decir, la 
maniobra dirigida a producir un daño. Todo esto da la impresión de que la sentencia trata de usar la 
figura del fraude para no reducirse a la discutida figura jurídica del abuso de funciones, que hoy carece 
de un prestigio -por decirlo de algún modo- o de una sanción pública trascendente o significativa. 


Todas estas consideraciones que podían merecer un análisis o, naturalmente, deberían 
merecer un análisis más detallado, si la Comisión así lo juzga, nos llevan a la conclusión de que no 
estamos ante un jerarca administrativo que haya incurrido en las situaciones que merecen la formación 
de causa. Estamos hablando del fuero parlamentario de un Legislador y, por ende, estamos hablando 
del derecho de los miles de ciudadanos que lo eligieron; de la independencia del Cuerpo; de una 
sentencia judicial que claramente incursiona en aspectos políticos que van mucho más allá de la 
aplicación de la ley, de la ciega aplicación de la ley, para recordar la metáfora griega de la ceguera de 
la justicia en cuanto a su aplicación. 


En consecuencia, estamos en un procedimiento que no acredita la trascendencia, la 
gravedad ni la situación material de una incriminación. No creo que ninguna de estas situaciones 
merezca la formación de causa. Aquí no hay prueba de ningún delito. La esencia del delito es la 
intencionalidad, la búsqueda voluntaria, volitiva, de realizar un daño, en el caso del fraude. Pero acá no 
aparece la actitud volitiva, la intencionalidad de ejercer arbitrariamente su poder en los otros casos, y 
no creo que nadie pueda sentirlo así cuando se están juzgando situaciones como las que hemos 
señalado. No aparecen, sustantivamente, esas situaciones. 


Por otra parte, aquí se alegó también por parte de la defensa del señor Senador Amaro, que 
no se tuvo en cuenta, que no se sustanció un conjunto de ofrecimientos de prueba que ellos mismos 
habían realizado y que eran fundamentales. Por ejemplo, en el caso de los viáticos, no se llamó a las 
contrapartes que debían recibir a estos funcionarios -es decir, los Intendentes, los funcionarios de las 
Intendencias y las organizaciones vecinales- para que dijeran si efectivamente estos tres funcionarios 
iban a ver las obras y a vigilar la marcha de los hechos. Todas estas probanzas no aparecieron y eso 
creo que le quita totalmente sustancia al pedido de procesamiento o al pedido de encausamiento que 
viene realizando el Fiscal y que acoge el Juzgado al dirigirse a nuestro Cuerpo para ello. 


Por estas razones, expuestas con generalidad y sin abuso de detalles, pensamos que no 
estamos ante una situación que merezca abrir la causa. Con esto estoy diciendo que asumo la 
interpretación sustancialista que ha hecho el señor Senador Korzeniak con relación a que la formación 
de causa no es simplemente una calificación formal y que aunque no sea un ejercicio jurisdiccional - 
según su opinión- sí marca un acto administrativo en el cual estamos estableciendo una situación 
prejudicial. En función de nuestra decisión administrativa, habrá o no una situación judicial, y eso es lo 
que debemos calificar, es decir, si desde nuestro punto de vista hay lugar a una formación de causa 
criminal. 


Lo señalado someramente nos lleva claramente a la conclusión de que no estamos en esa 
situación y que aquí no hay mérito para una formación de causa. 


Por ahora, nada más. 


SEÑOR MICHELINI.- Por lo que he leído en la prensa, me da la sensación de que ciertos dados están 
echados, por lo que las mayorías muy especiales que pide la Constitución para determinadas 
situaciones, difícilmente se puedan alcanzar. 


SEÑOR MOREIRA.- Discúlpeme, señor Senador Michelini, pero quiero hacer una aclaración. El señor 
Senador estaba aludiendo a la formación de determinadas mayorías que exige la Constitución de la 
República. En ese sentido, quiero decir que el Partido Nacional todavía no ha tomado posición sobre 
este punto. Digo esto para que el señor Senador Michelini no se adelante a hacer reflexiones que 
quizás no sean apropiadas a este momento. Es la acotación que deseaba hacer, porque hasta ahora 
sólo hay versiones periodísticas. 


SEÑOR MICHELINI.- Repito que, de acuerdo con los trascendidos de prensa, tengo la sensación de 
que los dados están echados. Si no es así y el señor Senador Moreira lo quiere aclarar, está muy bien 
que lo haga. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que el señor Senador no puede llegar a esa conclusión porque, en realidad, 
no ha habido pronunciamientos políticos del Partido Nacional en ese sentido. Las versiones 
periodísticas no son más que eso y no alcanzan para elaborar conclusiones. 


SEÑOR MICHELINI.- Nuevamente digo que, en función de los trascendidos de prensa, los dados están 
echados, aunque ahora hayan sido desmentidos por el señor Senador Moreira, quien aclara que la 
impresión con la que vine a esta Comisión -no para resolver en el día de hoy- está en tela de juicio, en 
la medida en que nos acaba de informar que el Partido Nacional no ha tomado aún decisión sobre este 
asunto. 


En definitiva, lo anteriormente dicho no hace al contenido de la aclaración que pensaba 
realizar, porque para mí existen tres aspectos fundamentales a la hora de tomar decisiones. En primer 
lugar, existe un ataque al Parlamento en sus propios fueros y, en definitiva, a la propia democracia, 
cuando un Poder del Estado tiene la actitud beligerante de avanzar sobre otro. He leído con bastante 
profundidad lo publicado en la prensa sobre este tema y también he analizado toda la información que 
nos ha sido entregada al respecto. Algunos señores Senadores y señoras Senadoras podrán llegar a 
conclusiones diferentes de aquella elaborada por el juez, pero en lo personal, en modo alguno, puedo 
inferir que por parte del Poder Judicial, de un conjunto de jueces o de un juez, se ha adoptado la 
decisión de ir por el Parlamento. Más aún: como todos somos seres humanos, si esa fuera la actitud, 


difícilmente se tomaría como objetivo al señor Senador Amaro, que tal como él mismo afirmó en esta 
Comisión, siempre ha mantenido un muy buen relacionamiento con la gente de su departamento y con 
la sociedad en general. Obviamente, no se trata de una persona que acostumbra a abrir flancos o a 
generar enemigos. 


El segundo aspecto al que voy a referirme, se vincula con el hecho de que, 
independientemente de las discusiones que puedan surgir acerca de las leyes penales, éstas existen, 
más allá de la opinión que podamos tener acerca de si cuando el Juez actuó dictaminando sentencia 
en el caso de ciertas personas que fueron procesadas -tuve oportunidad de leer dicha sentencia- se 
llevó todo por delante. La sensación que tengo es que toda sentencia es opinable. Naturalmente, es 
bueno que la sociedad emita su propia opinión al respecto, ya que en lo personal no considero que las 
sentencias sean documentos de índole privada y, por el contrario, la sociedad cuenta con una serie de 
mecanismos en el propio Poder Judicial que habilitan, llegado el caso, procedimientos para su 
revocación. Por lo tanto, no veo una actitud de un Poder avasallando a otro ni tampoco un acto de 
arbitrariedad extrema -ni arbitrario- cuando el Juez determina lo que determina. 


El tercer aspecto conlleva a una reflexión, y aquellos que tienen una formación jurídica 
pueden entender el tema mucho mejor que yo. Los fueros o, en este caso, la imposibilidad de acusar 
criminalmente a un integrante del Senado o del Parlamento no impide que terminado el mandato -en 
esta ocasión, el del señor Senador Amaro- y si no fuera renovado, que el Juez actúe -si la causa siguió 
desarrollándose- como entienda que tiene que actuar. 


Ante estos tres aspectos, la pregunta es si lo que el Fiscal determina  -que es aquello en lo 
que finalmente nos tenemos que basar- genera o hace lugar a la formación de causa que después 
determinará en el proceso -que no se termina con una sentencia del Juez- si la persona -en este caso 
el señor Senador- es sentenciada por las acusaciones que el Fiscal -que es lo que tenemos hasta 
ahora- hace. 


Naturalmente, la información que se nos pone arriba de la mesa es muy copiosa, en algunos 
casos de menor entidad, como para que habilite un hecho de esta naturaleza -seguramente lo que 
pasó en Sarandí Grande es de una entidad menor- mientras que en otros habrá que prestarle más 
atención o más estudio. 


Entre esas informaciones, señor Presidente, hay algo que no logro entender, y agradezco si 
alguien me lo puede explicar. En una interrupción que hice al señor Senador Amaro -con esto ya voy 
concluyendo- le pregunté -tampoco lo explican ni lo encontré en el expediente ni en la sentencia 
por la cual se procesó al resto de los Directores y funcionarios- acerca de qué locomoción se utilizaba 
para ir al interior -estamos hablando del delito quizá más grave, delito continuado de fraude- en qué 
hoteles pernoctaban o en qué lugares estaban. Al respecto, las informaciones que se dan son muy 
vagas. Por supuesto que las personas a las que se acusa estaban trabajando. El problema es que 
surge una documentación que indica que estaban en dos lugares al mismo tiempo. Incluso, me 
pregunté si al final de todo esto no se había tratado, lisa y llanamente, de una compensación. Y si fue 
lisa y llanamente una compensación, por qué no se explicitó de esa manera desde el comienzo. 


Más allá de las consecuencias administrativas y penales que también pudieran corresponder 
-quizás ya no a los funcionarios- si en definitiva eso era un resarcimiento salarial a los propios 
Directores, por qué se sigue insistiendo en algo que no logro entender y que no se sostiene ni un 
segundo. He leído lo del Fiscal en el material que se nos entregó, y sobre todo la sentencia del Juez 
con respecto a las otras personas -y vuelvo a decir que no sé cuáles serían las consecuencias si de 
entrada se hubiera dicho que era una compensación- y me da la sensación de que los funcionarios que 
recibían esa compensación, aunque fueran de confianza, estaban en otro plano. Me refiero a que el 
salario se pagaba de determinada manera; se daban compensaciones. Lo que no entiendo es que 
todos estuvieran -y voy a usar una palabra un poco fuerte- “confabulados” para estar en dos lugares al 
mismo tiempo y que no se pueda decir qué locomoción utilizaban o en qué hoteles pernoctaban. 
Incluso, el viático que se otorgaba para estar durante meses -y en algunos casos años- en otro 
departamento era absolutamente exiguo, pues si uno lo divide entre treinta días advierte que no es 
posible pagar ni un almuerzo, y si lo divide entre veinte días da para algo más; pero si tuvieron que 
pagar hotel y locomoción es imposible que les haya alcanzado. 


Termino con estas reflexiones diciendo que no encuentro un ataque al Parlamento o que 
haya una sentencia arbitraria, aunque esto último es opinable. 


Obviamente, la causa seguirá su camino, y así haya lugar o no para la formación de causa, 
me gustaría que se me explicaran -porque todavía hay tiempo- algunas cosas que no logro entender, 
sobre todo lo referido al delito que aparece como de mayor entidad o más importante. 


Es lo que tenía para decir. 


SEÑOR SANGUINETTI.- El señor Senador Michelini dice que tiene la sensación de que, según las 
informaciones de prensa, aquí están los dados echados. Esto merecería una triple aclaración del señor 
Senador Moreira. 


En todo caso, todos aspiramos a que el resultado de nuestro juicio o de la votación obedezca 
a nuestro propio criterio. Según las informaciones de prensa -no tengo otra ni pretendo reclamarla- es 
notorio que algunos señores Senadores del oficialismo hicieron manifestaciones públicas favorables al 
señor Senador Amaro y contrarias a este procesamiento, pero luego apareció en la prensa -no lo 
puedo afirmar- que la Bancada del oficialismo habría resuelto el tema en un sentido contrario, es decir, 
favorable al desafuero, con lo cual habría una calificación política previa. Espero que no sea así, pero 
es lo que se ha estado informando y es también, justamente, lo que nos lleva a exigir una gran 
probidad para manejar este tipo de situaciones, ya que esos microclimas terminan condenando antes 
de juzgar. En Alemania este tema se ha desarrollado bastante y tengo por allí algunos elementos 
doctrinarios respecto a cómo se ha restringido esta información. 


En otro plano, aunque también relativo a lo que venía diciendo, hago la siguiente aclaración. 


Desde mi punto de vista, de la lectura de la sentencia -que en sí misma es muy débil- se 
desprende que incursiona en calificaciones de tipo político que no son propias de un análisis penal de 
las situaciones de hecho. Lo que sí califica esto es el cuadro intelectual o psicológico del Juez. Aquí no 
estamos ante un enfrentamiento de Poderes: Poder Legislativo-Poder Judicial, sino que se trata de un 
Fiscal y un Juez actuando, pero no del Poder Judicial como tal. Concretamente, estamos ante un 
episodio específico en el cual hay un Juez que piensa mal de lo que él llama “la clase política” -en ese 
abuso del lenguaje que se ha dado últimamente- que cree que nosotros tenemos una actitud de 
sospecha frente a los Jueces, y que, por eso mismo, actúa en el terreno de la sentencia con una 
amplitud de criterio que no es propia del ejercicio de un Derecho tan estricto como es el Derecho 
Penal. De modo que se trata de una situación muy peculiar. 


Voy a hacer una última aclaración relacionada con el tema de los viáticos. 


El señor Senador Michelini continúa señalando una situación que constituye, justamente, una 
de las debilidades más notorias de la sentencia. Aquí se está procesando sin la evidencia de la 
situación, es decir, sin que se sepa bien qué es lo que realmente sucedió y cuando todo ese llamado 
concierto de voluntades apunta precisamente a pensar que estábamos ante alguna compensación, o 
como se le quiera llamar. Esta misma materia es la que mereció la conocida sentencia en el caso del 
ex Director de Aduanas, en la que la Suprema Corte de Justicia señala que la transposición de rubros 
podrá constituir una infracción administrativa que comprometa la responsabilidad del funcionario en ese 
ámbito, pero mientras no haya implicado alguno de los pagos en cuestión exceso con relación a la 
tarea extraordinaria cumplida por los beneficiarios y sea tan sólo contraprestación de ella, tal infracción 
no puede erigirse, por sí, en factor atributivo de responsabilidad penal, precisamente por ausencia del 
requerido legalmente perjuicio para la Administración o los particulares. 


El señor Senador Michelini afirmaba justamente que las cantidades estimadas como 
remuneración por las funciones que se cumplía de ningún modo resultan abusivas, sino más bien al 
revés: parecen irrisorias para alguien que está viajando por todo el país. A su vez, las carencias que él 
señalaba las tenemos todos. Acá se presupone que la escrituración defectuosa de estos llamados 
“viáticos” encubre una remuneración, lo que efectivamente puede ser así, pero no por eso es delito; es 


el mismo caso que ya se ha comentado del ex Director de Aduanas, que mereciera una sentencia tan 
clara de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: con mi aclaración no quiero controvertir este último punto 
relativo a los viáticos, que va a dar para mucho más. 


En la sentencia en la que se procesa a los otros funcionarios consta que cuando se les 
preguntó varias veces -después de haber cobrado viáticos por estar en esos departamentos- en qué 
hotel estuvieron, dónde durmieron o por qué medio viajaron, respondieron: “No sé” o “No recuerdo”. 
Durante muchos meses y frente a la propia Justicia, este hecho pudo haber sido tomado como 
compensación si se lo hubiera tenido en cuenta de entrada. Tengo el íntimo convencimiento de que se 
procuró tratar de demostrar viajes y estadías en lugares donde, en realidad, nunca estuvieron, con el 
fin de cobrar dineros que de otra manera no hubieran obtenido de la Administración. Pero, quien habla, 
no es Juez, señor Presidente. 


Por otro lado, es verdad que algunos señores Senadores del Frente Amplio, cuando ni 
siquiera tenían en sus manos el pedido de levantamiento de fueros del señor Senador Amaro y sólo se 
contaba con las opiniones de prensa, manifestaron ciertas dudas que quizá aún mantengan. Lo cierto 
es que quienes integrábamos esta Comisión solicitamos cierto tiempo para abocarnos -junto con todos 
los que también quisieran intervenir- al estudio del tema para poder arribar a una resolución lo más 
colectiva posible a partir de ese análisis. Sin duda, esto lo va a resolver cada uno pero, en lo personal, 
todavía no encuentro algunas explicaciones. Por ese motivo consulté al propio señor Senador Amaro, 
pero ni siquiera en el correr de los días me hizo llegar la información. Es más; uno de sus asesores -y 
con esto termino, señor Presidente- me trasmitió que en la época en que cumplían funciones algunos 
de los procesados, el señor Senador Amaro ya no era Director del Ente, a lo que pregunté, entonces, 
si habían sido mal procesados. Dije, concretamente: “Después analizamos el tema del desafuero pero, 
¿esas personas fueron mal procesadas?” Pregunta que este asesor, un abogado muy reconocido, no 
pudo contestar. 


SEÑOR BRECCIA.- Gracias, señor Presidente. 


Adelanto que no voy a incursionar en el análisis de las imputaciones concretas de la solicitud 
de procesamiento efectuada por el señor Fiscal de la causa. Y no lo voy a hacer por una razón de 
responsabilidad elemental y es que, pese a haber trabajado con denuedo en el estudio de estos autos, 
aún no he podido leer a cabalidad y conciencia las miles de fojas que lo componen. 


De todos modos, quiero hacer algunas consideraciones generales sobre diversos temas que 
se han tratado en la Comisión ya que me interesa dejar en claro mi posición. 


Antes que nada, creía que el señor Senador Michelini, cuando hizo uso de la palabra en 
último término para contestar una alusión del señor Senador Sanguinetti, iba a aclarar lo que es mi 
deber aclarar: como Bancada del Frente Amplio debo decir que no se ha resuelto aún ninguna posición 
respecto a la solicitud de levantamiento de fueros efectuada por el señor Juez de Primera Instancia en 
lo Penal de 17* Turno con relación al señor Senador Amaro. La situación implica que eventualmente se 
pueda asumir una posición como Bancada pero también implica, obviamente, que no se asuma una 
posición como tal y que cada Legislador asuma la que entienda más adecuada, según su leal saber y 
entender. Esta es una aclaración que quería formular. 


Con respecto al tema de la naturaleza intrínseca de la función a cumplir -en este caso, por la 
Comisión que integramos y, eventualmente, por el Cuerpo- tengo algunos matices en cuanto a las 
opiniones que aquí se han formulado. 


El Cuerpo, cuando vote, no va a estar realizando un acto jurisdiccional en el sentido técnico 
del mismo, es decir, no hará un acto que pueda eventualmente constituir, después de varias instancias, 
cosa juzgada -tal cual se requiere de cualquier acto jurisdiccional- sino que estaremos ejerciendo, 
desde esta Comisión y desde la discusión que se dé en el Pleno del Senado, una función jurisdiccional 
que no necesariamente concluye con un acto jurisdiccional. ¿Y de qué manera estamos ejerciendo una 


función jurisdiccional? Lo estamos haciendo, incluso, cuando etimológicamente significa decir el 
Derecho. Y nosotros, lo queramos o no, en este caso vamos a tener que decir el Derecho. ¿Por qué? 
Porque, básicamente, la tarea que tenemos por delante los Legisladores en estas instancias -y creo 
que eso es absolutamente correcto- se limita a decidir si detrás de la solicitud de procesamiento 
efectuada por el señor Fiscal existe o no una intencionalidad espuria, cual sería la de eliminar o quitar 
al Legislador de la función que cumple y por la que fue electo debidamente por la ciudadanía. 
Resumidamente, esa es la función que debemos cumplir. Y no me cabe la menor duda de que no es 
otra cosa que esa. 


Ahora bien, funcionalmente, para cumplir esa misión, no tenemos más remedio, en uno de 
los aspectos, que incursionar en el análisis de aquellos hechos que, de acuerdo al señor Fiscal, dan 
mérito a la solicitud de procesamiento. ¿Por qué? Porque el análisis de esos hechos va a resultar un 
insumo de significación especial para determinar si los mismos encubren o no una finalidad espuria. Es 
decir que si viéramos -como dijo perfectamente bien el señor Senador Korzeniak- que se está pidiendo 
el procesamiento por hechos que ni siquiera ameritan la solicitud de desafuero sino, eventualmente, la 
acusación por un juicio político o por votos u opiniones emitidos por el Legislador, obviamente, aquí no 
discutiriamos ni diez minutos. 


Por tanto, debiendo ingresar al análisis de los hechos que ameritan la solicitud de 
procesamiento, nosotros estamos cumpliendo función jurisdiccional. 


Esta es una reflexión absolutamente personal, y creo que por eso es tan difícil el caso que 
nos ocupa, más allá del resultado que vaya a tener en la práctica, porque la función de Juez es 
solitaria, y creo que es la más difícil de todas las que se pueden cumplir en la sociedad. 


En segundo término, me parece que es menester realizar una aclaración -no va a ser la 
primera vez que lo haga- con respecto a una confusión que se ha padecido en la intervención de 
alguno de los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra. Tengo la plena 
seguridad -por lo tanto, la obligación de decirlo- de que no se trata más que de una confusión entre lo 
que es la solicitud de procesamiento que estamos examinando y lo que sería, eventualmente, una 
sentencia. Aquí estamos ante una solicitud de procesamiento y ante una solicitud del Juez 
debidamente instrumentada que pide el levantamiento de los fueros de un Legislador para continuar 
con la indagatoria. No existe sentencia ni prejuzgamiento por parte del Magistrado; simplemente se 
trata de la solicitud de levantamiento de los fueros para continuar con la indagatoria. 


En tercer lugar, reiteradamente se ha mencionado -yo lo leí, porque lamentablemente no pude 
estar presente cuando compareció el señor Senador Amaro- como una de las cargas pesadas que 
debemos tener al decidir el hecho que en el caso de hacerlo afirmativamente por el levantamiento de 
los fueros del señor Senador estaríamos eventualmente excluyéndolo de un lugar en el que lo ubicó la 
voluntad ciudadana, lo que implicaría una forma de irrespeto a dicha voluntad. Quiero dejar bien en 
claro que, sea cual fuere el pronunciamiento de esta Comisión y, eventualmente, del Senado -aun en el 
caso de disponer el levantamiento de los fueros del señor Senador Amaro- de ninguna manera se 
estaría atacando tal voluntad ciudadana, ya que ésta ha sido la de elegir a otro ciudadano para cumplir 
con su función parlamentaria y, sin duda alguna, no para protegerlo frente a la comisión de eventuales 
delitos, salvo obviamente -porque eso está en la Constitución- que los mismos se vieran expresados a 
través de votos u opiniones. De lo contrario, estaríamos haciendo un flaco favor a la consideración de 
la voluntad ciudadana. Por lo tanto, a mi entender, en el caso de este pronunciamiento, ese elemento 
específico no incide ni a favor ni en contra. 


Por último, me veo en la obligación de realizar una precisión. En realidad, no creo que precise 
hacerlo, pero es una necesidad personal por el hecho de haber compartido estrados judiciales durante 
muchos años con colegas que cumplen otra función, la de Juez. Me parece que es ajeno a la realidad 
considerar que los Jueces, cuando aplican la ley, son maquinitas que ponen el insumo -número de ley, 
número de artículo, etcétera- y luego obtienen una sentencia. Es más, en ese caso no se los 
necesitaría y alcanzaría con una buena computadora. Siempre realizan consideraciones teñidas de 
afectos, de sentimientos, de emociones e, incluso, de ideologías personales. Esto es así. Los hemos 
designado en esa función a sabiendas de esa situación y no porque pensemos que son individuos que 
actúan en una torre de marfil. 


Cuando realizan consideraciones en torno a determinados hechos, es inevitable que hagan 
consideraciones políticas, porque nos afectan a todos como sociedad, como polis. Otra cosa diferente 
es que hagan consideraciones político partidarias, que obviamente les están vedadas y que creo no 
realizan; ni siquiera las tienen en cuenta. Por lo tanto, si en un determinado momento, en el análisis de 
un pronunciamiento que pueda realizar alguno de los Magistrados intervinientes en cualquiera de estas 
causas, vemos algún tinte de opinión, no les quepa la menor duda de que eso es lo normal y habitual 
en la actuación de un Juez. 


Recuerdo que hace muchos años se había puesto de moda la Escuela de Jueces de Porto 
Alegre -Río Grande del Sur- que sostenía justamente esto, es decir, que no eran meros aplicadores 
automáticos de la norma penal o civil o de cualquier norma de Derecho, sino que, de alguna manera, 
también eran intérpretes de esa norma. Más tarde esa Escuela de Derecho se desvirtuó porque los 
Jueces tampoco deben interpretar la norma con la flexibilidad que muchas veces no tiene; pero lo 
cierto es que eso subyace en el pronunciamiento de todos y cada uno de los Magistrados que se 
expresan en cualquier ámbito del Derecho, sea este Público, Privado, Laboral, Civil o Penal. Entonces, 
no los condenemos por eso, porque los condenaríamos a la inacción más absoluta. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido disculpas a los señores Senadores integrantes de la Comisión, pero debo 
retirarme ahora, porque necesito 15 minutos para recibir a una persona que viene del exterior, y debo 
hacerlo antes de concurrir a otra reunión prevista para la hora 16 y 45. 


Comparto las apreciaciones señaladas por el señor Senador Breccia sobre la misión de los 
Jueces. Es un tema muy estudiado cuando se analizan las diferencias entre el “Common Law” 
angloamericano y el Derecho común continental de Europa y el nuestro. Está más que estudiada cuál 
es la misión del Juez. 


Por otro lado, la cita de la sentencia del caso llarieti me hizo ir a revisar  -lo que he podido, 
por el poco tiempo de que dispongo- el tema de la transposición de rubros, que no es el tratado en este 
expediente; es otro. En ese caso -por lo menos, según la sentencia- sí se trataba del tema de 
transposición de rubros, en el cual el Poder Judicial ha tenido varias opiniones. En otros casos, 
también conocidos, tuvo otras opiniones. 


Por último, quiero referirme a una discusión que tuvo lugar el otro día -y que hoy de alguna 
manera se renovó- sin entrar en el caso concreto y con un criterio que pretendo que sea doctrinario. El 
tema del abuso de funciones, lejos de ser antiguo, es moderno. En ese sentido, nuestro país ha 
firmado un Tratado de una Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, uno de cuyos 
artículos es el delito de abuso de funciones, con ese nombre y con una redacción prácticamente igual a 
la del Código Penal uruguayo. Y al Uruguay se le ha reclamado no haberlo ratificado todavía. Yo hice la 
mención de no contradecirnos con las normas de anticorrupción, pero no mencioné esta Convención 
que efectivamente existe. Repito: esto no es viejo; es de ahora. 


Quería hacer ese aporte y, principalmente, pedirles disculpas por tener que retirarme. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Ante todo, me alegro de la apreciación que hicieron los señores Senadores 
Michelini y Breccia con relación a que este es un tema aún pendiente para su Bancada. 


En segundo lugar, el señor Senador Breccia, que es muy preciso siempre en sus 
apreciaciones jurídicas, a mi juicio incurre de algún modo en una contradicción. Por un lado, atribuye a 
nuestro pronunciamiento un carácter jurisdiccional, cosa que puedo llegar a compartir porque sabemos 
muy bien que el principio de separación de Poderes no es tan estricto como para que cada uno de los 
Poderes no ejerza la función del Estado atribuida primordialmente a otro. Nuestro Presidente, por 
ejemplo, firma ascensos, sanciones, etcétera, que son actos estrictamente administrativos y no 
legislativos. Pero el señor Senador Breccia, por otro lado, reduce ese pronunciamiento a una 
calificación de si sentimos que hay un atropello con relación a los fueros. En realidad, la Constitución 
no dice eso, sino que establece que debemos resolver si hay mérito o no a la formación de causa, que 
es un concepto mucho más sustancialista y no sólo formal. 


Por último, con relación a la función del Juez, me permito discrepar con el concepto. Sabemos 
que los Jueces son hombres y naturalmente no son ajenos a sus propias pasiones o sentimientos, pero 
tienen que atenerse a las normas de interpretación. El señor Senador Breccia habló hasta de su propia 
ideología personal; un Juez puede ser marxista leninista maoísta, pero si aquí tiene que aplicar el 
Derecho liberal burgués, debe aplicarlo no sólo adentro de su letra, sino adentro de su espíritu, de la 
doctrina que lo informa y de todos los elementos hermenéuticos que son bien conocidos. Es más, si 
hay una materia desarrollada en el Derecho es justamente la hermenéutica que, a su vez, tiene 
tendencias y orientaciones muy distintas en cada disciplina. No son iguales los métodos de 
interpretación que se atribuyen a la ley civil que los que se atribuyen a la ley comercial, a la ley penal o 
a la norma constitucional. Justamente, el Derecho Penal es de aplicación muy estricta, porque se 
supone que el principio es la libertad y la excepción es la pérdida de ella. En definitiva, el Juez tiene la 
obligación de sustraerse a su ideología, sus sentimientos, sus pasiones, sus partidarismos, y debe 
aplicar la ley no mecánicamente, pero sí en función de su texto, de su contexto, de las doctrinas que la 
inspiran, de la interpretación legislativa que se le haya dado. Es decir: no es una interpretación 
absolutamente mecánica que pueda reducirse a una computadora, sino que hay un trabajo, que 
incluso, por eso mismo, va modificando interpretaciones con el correr de los años, pero que debe 
atenerse a ciertos códigos; no es algo abierto a ese tipo de apreciaciones. 


Cuando me referí al Juez, lo hice porque lo oí hablar un día por la radio y -lo digo 
honestamente- me quedé asombrado de las cosas que dijo. Por ejemplo, hizo la afirmación que 
mencioné en el sentido de que los integrantes de la clase política teníamos un prejuicio frente a los 
Jueces, pensábamos mal y por eso les restringíamos su campo de acción, lo cual me pareció 
realmente un exceso en cualquier hipótesis y mucho más cuando estaba refiriéndose a este episodio. 
De modo que esto también influye. No se trata de que estemos en un conflicto de Poderes; no voy a 
atribuir al Poder Judicial un intento de avasallamiento, porque sería absurdo. El tema es si estamos en 
un cargo de situación en que el Fiscal y el Juez están actuando con la objetividad necesaria para 
aplicar la ley adecuadamente. A esto es a lo que aludí. 


SEÑOR BRECCIA.- El tema, realmente, es apasionante, pero advierto que, quizás, no fui lo 
suficientemente claro. Cuando me refería a la función jurisdiccional decía que, desde mi punto de vista, 
en primera instancia parecía indudable que lo que debíamos calificar era si existía o no una finalidad 
espuria detrás de la solicitud de procesamiento pero que, de todas maneras, debíamos ingresar a la 
función jurisdiccional porque uno de los elementos para calificar esa situación era el análisis de los 
hechos concretos. Por lo tanto, creo que la interpretación que hace el señor Senador Sanguinetti 
coincide con la mía; no son discrepantes. 


Con respecto a la situación del juez, mi intervención no pretendió salir en defensa de los 
jueces, sino aclarar -ante alguna manifestación vertida en Sala- que las cuestiones políticas en los 
pronunciamientos de los magistrados son absolutamente permanentes; no hay forma de evitarlas 
porque los jueces actúan en una circunstancia determinada de tiempo y lugar. Entonces, más allá de 
que deben aplicar la ley haciendo abstracción de lo que puedan pensar en forma personal, siempre 
habrá consideraciones políticas sin que ello invalide su juicio ni los dictámenes que realicen en función 
de éste. 


Era cuanto quería aclarar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es evidente que la Comisión no está en condiciones de emitir un 
pronunciamiento en el día de hoy. Excepto el señor Senador Sanguinetti, quien en su exposición 
adelantó cuál será su voto, los demás miembros, de alguna manera, han dejado en claro que todavía 
no tienen una posición definida. En consecuencia, podríamos convocar a la Comisión para el jueves 24 
de mayo, salvo que se entienda que es necesario un plazo mayor. 


SEÑOR BRECCIA.- Creo que para esa fecha ya contaremos con una posición, sea personal o como 
Bancada. 


SEÑORA PERCOVICH.- Consulto si en la sesión del próximo martes recibiremos a la señora Ministra 
del Interior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, porque la señora Ministra todavía no ha encontrado la fecha oportuna 
para comparecer ante la Comisión. 


Se me ocurre que a los efectos de evitar una nueva postergación en la dilucidación de este 
asunto, sería mejor fijar la sesión para el martes 29 de mayo cuando, incluso, no habrá sesión del 
Senado y, entonces, contaremos con buena parte de la tarde para trabajar. En tal sentido, advierto a 
los señores Senadores que si alguna otra Comisión desea fijar una sesión extraordinaria para ese día, 
procuren evitarlo. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 38 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


